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Muerto el marido, ¿puédese despachar
ejecucion contra los bienes de la viuda hipo­
tecados especialmente en virtud de obligacion
de mancomun contraida?
La varia jurisprudencia que vemos
observada en los tribunales de justi cia
acerca de la cuestion que nos sirve de
epígrafe, ha movido en nosotros el de­
seo de hacer algunas reflexiones , que
acaso sirvan de estímulo á talentos su­
períores al nuestro para tratar profun­
da y resolutivamente un punto, que
si bien de pura forma, puede perjudí .
car á notorio los derechos de las partes.
Suponemos, para entrar en cues­
tion, que el documento justiflcativo
de la obligacion mancomunada con la
muger reune en sí y se halla adornado
con todos los requisites, que tanto las
Leyes Recopiladas, como el nuevo c6-
digo de procedimientos civiles exigen
para poder en meri tos de ello despa­
char la ejecucion: caso contrario no
hay controversía, ni debate razonable.
Sentado, como único prelimínar,
lo que en el anterior párrafo dejamos
dicho, nuestra opinion es francamente
afirmativa: creemos proceder legal­
mente la ejecucion contra los bienes
de lamuger hipotecados especialmèn­
teal cumplimiento de obligacion man­
comunada, y creemos que, sin apar-
CI o,
tarse de la ley, sin quebrantar osten­
siblemente sua preceptos, no puede
unJuez negar el mandamiento de eje­
cucion pedida á la sombra, y bajo la
garantía de un documentó por su Ín­
dole y naturaleza ejecutivo.
No ignoramos que los que sostienen
en la práctica la opinion contraria, y
niegan al Juez la facnltad en derecho
fundada para despachar ejecucion en
fuerza de un documento contentivo
de obligacíon de muger casada, 'pre­
sentan en primer término, y como,lí­
nea de batalla iD uebrantable, el tex­
to de la ley 61 d( Toro, que declara,
que cuando se obli! ire á mancomun mari­
do y nuuter en un .ürato 6 en diversos.
que la rnuger no sea )Higada á cosa alguna.
El precepto de la Leyes muy claro y
terminante, y ne otros no lo hemos
de 01vidar durau t,� el desenvolvimíen­
to de nuestras ideas.
Tampoco ignoramos, que la muger
no puede renunc tr al beneficie que'
á su favor intro. uce la ley citada,
porque es ley prohibitiva. y que no so­
lo no puede la muger renunciarlo, co­
mo acostumbran á consignarlo en ta­
les escrituras algunos Escribanos, sine
que debe desesti.narse toda interpre­
tacion en contrario: tal es la jurispru­
dencia establecida por el Supremo 'I'ri-,
burial de Gracia y Justicia en senten-
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cia de diez y siete Enero del año 1857.
Ni ignorarnos, finalmente, que en el
juicio ejecutivo puede llegar el caso
de declararse su nulidad en circuns­
tancias dada s.
-
Sin embargo del precepto de la ley
61 de Toro, de la sentencia del Tribu­
nal Supremo, y del caso de nulidad
admisible al tiempo depronunciar sen-
, tencía de remate, á cuyos tres reduc­
tos se acogen los que sostienen la ne­
gativa á la cuestion que ventilamos,
decimos que en la índole, en la esen­
cia constitutiva del juicio ejecutivo
está el que pueda despacharse la eje­
cucion contra lamuger por su obljga­
cion mancomunada, sin que á ello se
, opongan el precepto de la ley de Toro,
ni la decision .del Supremo Tribunal.
Veámoslo.
_
Eljuicío' ejecutivo no es por su na­
turaleza declaratorio de derechos; y
aun podríamos sostener , que no es juí­
cio propiamente hablando, porque no
hay lid trabada, no hay choque dein­
terés, ni palenque en que sustentarlo.
El juicio ejecutivo es una lucha pa­
siva, digámoslo así, en la que una par­
te solamente se presenta de todas ar­
mas vestida, asestando sus dardos al
corazón de su contrario, que vélos pro­
gresos de su adversario sin poder mo­
verse en defensa propia, sin poder es­
cudarse bajo égida alguna para embo­
tar los dardos del enemigo; sin poder
oponerse, hablando jurídicamente, á
que todos los bienes que posee, fuera
de escasas escepciones, entren en poder
de un depositario que los guarda para
ponerlos en su dia en el paraje mas
público á la ambiciosa licitacion. Este
es en su esencia el juícío llamado eje-
cutivo, y del que no es nuestro áni­
mo hacer desprecio, antes lotenemos
por muy justó, equitativo y patroéi­
nador de los buenos acreedores.
Pero la opinion que hemos formado
del juicio ejecutivo en nada contraría
á la idea esencial emitida, de que no
es juicio declarative, y breves reflec­
siones bastarán á demostrarlo. El pun­
to de partida de este juicio, dice un
celebre juriconsulto de nuestros dias,
es el que sirve de término al juicio de­
clarativo, porque dá por supuesto lo
que ha de ser objeto de contradiceíon,
de discusion y de fallo. Por esta razon
las fórmulas de la sentencia en esta
clase de juicios se hallan á priori esta­
blecidas y el Juez no puede separarse
de dictarla en los.términos que la ley
precisa.
Por otra parte, basta fijarse en
uno de los artículos mas interesantes
del Código, al ocuparse de esta clase
de juicios, para convencerse de que en
ellos cuestion alguna se prejuzga, que
afecte á los derechos de las partes que
intervienen. Cualquera que sea, dice
el art. 972, ,la sentencia que pusiere
término á este juicio, queda á saber lo
mismo al actor que al reo su derecho
para promover el juicio ordinario. Si
la sentencia pronuncíada en juicio
ejecutivo fuera declaratoría de dere­
chos; si estos se ventilaran discutieran
y resolvieran en él, si en méritos de
la controversia y discusion recayera
un fallo favorable á una de las partes,
y seguidas las oportunas instancias
obtuviera aquella el carácter de ejecu­
toria,claro y evidente es que no proce­
deriala entrada en el juicio ordinario,
porquenopermite el dcrecho.ní lucha.
___ ... _ �. ..�_ . .i _ _ _.�
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ni eseepcion alguna contra la san ti­
dad de la cosa juzgada, á la que se
atribuye el imposible físico de hacer
ver blanco lo que es negro, y vice­
versa; frase cuyo sentido jurídico pone
de relieve el inmenso poderío de la
sentencia ejecutoria.
Precisado así el carácter del juicio
ejecutivo; convencido el Juez que su.
mision en él no va dirigida á pronun­
ciar sobre el derecho que nace de la
obligacion contraida, sino de los efec­
tos que engendra el título que la con­
tiene; no ignorando que la fuerza
ejecutiva es producto de condiciones
especiales del ínstrumento , y dellapso
del término estipulado, despachar
debe el mandamiento de ejecución
contra el deudor, cualquiera que sea
la <?ausa pr6xima y remota del contra­
to; cualquiera que sea el juicio que
forme acerca de la parte esencial de
la obligacion, que queda siempre re­
servada para la via ordinaria, por su
índole declaratoria.
Haciendo aplicacion de tan incues­
tionables principios á la controversia
que nos sirve de epígrafe, es evidente,
que si la escritura en que consta la
oblîgacion mancomunada de la mu­
ger, es primera copia, y con tiene
cantidad líquida, y plazo vencido, no
debe el Juez negarla su carácter eje­
eutivo , ni dejar de despachar en su
mérito el mandamiento.
y no puede ser obstáculo á la eje­
cucion, el que la ley 61 de Toro de­
clare no quedar obligada la muger
en virtud de la mancomunidad con su
marido: primero, porque el precepto
de la ley no es absoluto, y segundo,
porque el mismo precepto de la ley
obliga á la prueba de hechos que no
son, ni pueden ser objeto de debate
en el juicio ejecutivo.
Decimos que el precepto de la ley
no es absoluto: léase en prueba su
texto, y convendremos precisamente
en la condicíonalidad que lo caracte­
riza. Salvo, dice, si seprobare que se con­
virtió la tal deuda en provecho de ella.
Luegono es absoluto: luego depende
de hechos que han de acreditarse; y
como quiera que el Juez, á la simple
lectura de la copia que se le presenta,
no pueda ver una obligacion nula,
porque la ley misma admite el que
la muger pueda obligarse, CUttndo se
(
obligare á mancomun marido é muger en un
contrato ó en diversos; como quiera que
no está en su mano resolver sin prue­
bas á la nulidad de la obligacion , y
como quiera que por la espontaneidad
de la muger en hipotecar sus bienes
deba presumir que la deuda se ha con­
vertido en provecho suyo, pues carece
de todo dato en contra; l6gicamente
se deduce que no puede declinar la
accion producida por el deudor, sin
faltar á las reglas mismas que la des­
envuelven.
y ni tampoco puede ser obstáculo
la decision al Supremo Tribunal, por­
que la jurisprudencia establecida es
relativa á la ineficacia de la renuncia,
por ser ley prohibitiva , y de manera
alguna se opone á la legitimidad. de
la obligacion, ni á los efectos legales
que le son consiguientes.
De menos valor consideramos aun
la obligacion que á nuestra doctrina se
formula, diciendo que la ley de. En­
juiciamiento civil admite la nulidad,






recurso que no puede negarse; y adú­
cese como prueba el caso 2.0 del ar­
tículo 970. Pero téngase presente,
que la nulidad de que habla la ley,
no dice relacion á la que pueda nacer
de la obligacion, sino á la que engen­
dra la falta de alguno de los requisites
.indispensables en el documento , 6 á
Ia de algun trámite' esencial. Por eso
en el siguiente articulo fijase á quien
corresponds la responsabilidad; y es­
tablécese, que pague el Juez las costas
ó el funcionario que haya dado causa
ála nulidad. No es pues la nulidad de
la obligacion la contenida en el caso
segundo del artículo 970.
Examínese pues la cuestion bajo
el aspecto que se quiera, tendremos
necesidad de convenir, en que precisa
é irremisiblemente se ha de resolver
en sentido afirmativo, dejando para el
juicio ordinario el debate acerca de si
debe sostenerse, 6 no, la obligacion
mancomunada de marido y muger,
cuando esta se hubiere obligado en
un contrato 6 en diversos.
Félix Gomez La-Casa.
CUESTION PRÁCTICA.
Convenida la dlsolucion y Iiqnída­
cion de una sociedad mercantil en co­
mandita por medio de documentó pri­
vado, N. se comprometíé á abonar á los
demás señores, antes socios comandi­
tarios, su capital y crédito, obligán­
dose á que parte de este 10 satisfaría
en metálico girándose en contra suya
letras de, cambio en distintos plazos.
Cumplidos treinta dias, término .fija-
do para elevar á escritura 'pública el
convenio privado, N. se neg6 á ello por/
sostener que en la liquidacion se pa­
decid error perjudicándose sus intere­
ses y por lo tanto negaba á la validéz
del convenio privado.
Los comanditarios interpusieron
demandada ordinaria para que se con­
denara á N. á que otorgase la escritura
de disoluciony liquidacion con arreglo
al convenio privado.
¿Durante la sustanciacion de este juicio,
vencidos los plazos y giradas las letras con­
tra N. que las dejó protestar por falta de
aceptacion y pago, se podrá entablar la ac­
cian ejecutiva para el cobro de aquellas.?
El convenio privado que se forma­
liz6 entre N. y sus antiguos consocios
no podia hacer fé en juicio, hasta que
fuera reconocida su autenticidad por
aquel; la disolucion y liquidacion de la
sociedad no podia producir efectos le­
gales respecto de tercero hasta que ele­
vado á escritura pública se anotase en
el registromercantil y se publicase en
los Tribunales del domicilie de aquella
(1); de aqui que los consocios de N. de­
bieron pedir, como lo hicieron, q1fe se
llevara á efecto lo pactado y se elevase
á escritura pública el convenio; y no
podían utilizar otra accion por que
aquel, solo pasivamente resistia la ce­
lebracion de la escritura.
Ahora bien, siendo asi que eljuicio
ordinario pendiente versaba solo y es­
clusivamente acerca de la validéz de
aquel contrato, pues en esto consistía.
la negativa de N., vencidos los plazos
y protestadas las letras, ¿podia enta­
blarse ,la accion ej ecutiva?
(1) Art. 330 del Código de Comercio.
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Sabemos 6 creemos saber las razo­
nes de mucha fuerza que pueden ale­
garse para sostener afirmativamente
la cuestiono
Se nos podria decir, en primer lu­
gar, que pedido el desglose del docu­
mento privado y reconocido por el N.
se trataba de una cantidad líquida,
de un deudor conocido y de plazos
vencidos; y que no admitiendo la ley
de Enjuiciamiento mercantil mas es ...
cepciones que las que prefijael artículo
327y no pudiendo utilizar elejecutado
ninguna de ellas, es evidente que
aquella procedía.
Además, advertiránlos que sostie­
nen la opinion contraria á la que sus­
tentamos, no pudiendo escepcionarse
de litispendencia, tampoco podria
nunca pedirse la acumulacíon de au­
tos, porque entre otras razones está de­
cidido terminantemente por el Supre­
mo de Justicia que el juicio ejecutivo
no es nunca acumulable alordinario
y esta jurisprudencia está conforme
con la antigua y con la opinion de la
generalidad de los autores.
Pero en contra de estas razones á
primera vista concluyentes, solo hare­
mos observar, que segun antes hemos
dicho, el juicio ordinario en cuestion,
versaba acerca de la validez del con­
venio privado que formalizaron entre
sí los interesados; que las letras tenían
relación con uno de los pactos prefija­
dos en dicho convenio; yeran conse­
cuencia inmediata de él; que la parte
está comprendida en el todo; y que si
este todo se combate, si se pide la nuli­
dad del convenio privado, pudiendo
suceder que tal nulidad se declarara y
de consiguienteque la cantidad que en
metálico y por medio de las letras de­
biera abonar N. se decidiese que fuera
mener, es evidente, es claro que re­
sulta una imposibilidad legal, por los
fallos contradictorios que pudieran
darse, pues este es uno de los casos en
que desde luego se comprende que las
dos acciones están tan íntimamente
enlazadas entre sí que la decision de la
una depende de la que recaiga en la
otra.
y no se diga, esas dos acciones son
distintas, pueden utilizarse con tramí­
tacion independiente, el deudor á
quien se haga sufrir las consecuencias
de una ejecucion, tiene libre y espe­
dito el medio de pedir el resarcimiento
de daños y perjuicios en juicio ordina­
rio; porque todas estas razones no bas­
tarian á destruir lo ya espuesto. N. diría
con razón, me demandais que otorgue
la escritura y os niego la validéz del
convenio privado, estamos díscutíen­
do á quién le asiste la justicia y si es 6
no nulo aquel, y os atrevéis á pedir
que se lleve á efecto una de sus partes,
cuando en el juicio ordinario pedís
que se cumpla el todo.
Pero concedamos que sesolicitara el
desglose de dicho documento y que
para preparar la via ejecutiva se pidie­
ra la ratiñcacion del mismo; es casi se­
guro que el deudor no se ratificaria en
lo mismo que estaba combatiendo. Si se
queria hacer USJ de las letras y dar á
estas fuerza ejecutiva era preciso in­
dudablemente el reconocimiento de la
deuda, porque como se recordará. se
protestaron por falta de aceptacion y pa­
go ¿hubiera N. reconocido la deuda?
Mucho menos que la ratiflcacíon del
documento porque lo que negaba era'
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de cada momento que se tiene en los
Juzgados de los ausilíos de la ciencia
médica y mucho mas de los inmedia­
tos de los facultativos tanto para acu­
dir á la primera cura, 'como para dar
sus continuos dictámenes acerca de
los casos legales que ocurren. Pero á
pesar de ser tan importantes y nece­
sarios aquellos servicios, en el dia es­
taba tan mal organizado este ramo de
la adminístracion dejusticia, que nos­
otros hemos visto enJuzgadosde lapro­
vincia pasar uno y ..[dos dias hasta que
se pudieran prestar á un herido los
ausilios de la'eiencia. Y'no podia suce­
derotra cosa, por quesinnegar
á
la cla­
semédica el buen celo y el desinterés
quela: distingue, teniendo enm enos' s�
propia convenieneia 'y procurando
cumplir con religiosidad su cometido,
como no estaban suficientemente retri­
buidos, como aunque se les permitiera
fijár lo "que gustasen por sus honora­
rios, rara vez se hadan efectivos y no
teniendo una obligacion directa de es­
tar al servicio de los Juzgados, ó bien
se ausentaban á lospueblos inmediatos
ó disponian de su tiempo como mejor
les parecía, redundado todo en perjni­
cio de la buena administracion de jus-
ticia.' , .: 'i'
El Real decreto á que nos referimos,
atendiendoenprimerlugar á enaltecer
tanto como se merece-la clase de ser­
vicios que están llamados á prestar en
este ramo los facultativos, exige como
es consiguiente ciertos requ isitos que
respondan tanto de là. ca pacídad de
aquellos, como de sumoralidad; segun
puedeverseenlos artículos 3.0y 4. 'Lue­
go hace fijar la residenoía de los fa­
cultativos en la cabezade partido, pa-
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la certeza de aquella. Tampoco cabía
formular otra clase de posiciones que
dieran por resultado una cantidad lí­
quida' pues siempre vendríamosá tro­
pezarJcon la dificultad capital; con la
dificultad' del reconocimiento de la
deuda y la falta de un documento que
trajese aparejada la egecucion.
No creemos necesario añadir otras
razones en corroboraciondelo espuesto,
y reasumiendo diremos, que siendo el
importe de las letras una consecuen­
cia inmediata del convenio privado,
negada la validéz de este y protestadas
por falta de aceptacion y :rago aque­
Has, no cabe dentro de los límites le­
gales y de los'princípios de buena ju-'
risprudencia usar de la via ejecutiva
en el caso en cuestion hasta que tel':"
minara el juicio ordinario.
C.
SERVICIO �IÉDICO FORENS�
. e:n [los juzgados de primera ínstancía,
�
Es notable y digna de todo elogio
la actividad que se observa en el Mi­
nisterio de Gracia y Justicia, paraaten­
der á las urgentes necesidades de este
ramo de la�admi:nistraeion, con tanta
indiferencia mirado hasta el dia.
Entre otras de las recientes disposi­
ciones dignas de especial mención lo
es el Real decreto de lq de' Mayo úl­
timo, publicado eÏl� Ia Gaceta del 17
que] encontrarán nuestros lectores
en el Boletín de este número, 1;e1a­
tivo á là organizacion del servicio mé ....
dico forense en los Juzgados de pri-
mera instancia, "
Conocida es de todos la necesidad
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ra evitar la repeticionde casos como los
que antes indicábamos, y preceptuan­
do el modode acudir á este servicio en
ausencia y enfermedades de aquellos.
Al mismo tiempo que se impone al
facultativo la obligacion de asistir al
paciente, consecuencia inmediata de
su cargo, permite que aquel 6 su fa­
niília pue da elegir otro de su confian­
za y en el artículo 13 ordena el
modo de resolver las d udas que entre
ambos ocurran respecto al plan cura­
tivo. En este artículo preveemos una
grande esposicion á continuas desave­
nencias, porque si difícil es el desem­
peño acertado de la Medicina y cirujia
mucho mas lo es que estén de, acuerdo
diferentes y encontrados sist emas per­
sonificad os por los Profesores. Núestro
deseo en contra de esta esposícíon se
reduce á recomendar muy especial­
mente á los facultativos que sigan te­
niendo la prudencia que en el dia tan­
to les caracteriza y que recuerden cO"'l'
mo hoy lo hacen que á CI uien se suele
perjudicar mas directamente es al pa­
ciente y que el facultativo que este
elija es el esencialmente responsable
mientras no falte, lo cuales difícil su­
ceda, á los principios mas reconocidos
de la ciencia.
Por último; los derechos que se fijan
para recornpensar los servicios de que
se trata no nos parecen nada eseesivos,
antes bien pecan por demasiado m6-
dicos, pero en cámbio se asegura y ga­
rantiza el .pago de los mismos de un
modo eficaz.
Por lo dicho, pues, se comprenderá
que aplaudimos el decreto que sucin­
tamente hemos examinado en la parte
"que tiene contacto con la admínístra-
cion de justicia cuyo servicio contri­
huirá á perfeccionar.
DISCURSO
Pronunciado por D. José Lorente en la Academia va­
lenciana de Legislacion 'Y Jurisprudencia en 28 de
Enero de 1862.
(Conclusion. )
. La providencia de un agente administrati­
vo, sancionada por su superior gerárquico, ad­
quiere la misma fuerza que si fuera emanada
de este superior: si la revoca ó modifica pro­
nuncia una nueva decision que solo á su auto­
ridad puede'atribuirse. En uno y otro caso suya
será toda la responsabilidad del acto adminis­
trativo. Admítase pues el recurso gubernativo,
y las providencias de la Administracion local
confirmadas ó revocadas por el Ministro, adqui­
rirán el carácter de actos de la Admínístra­
cion central; y ¿cuál será el resultado? que las
reclamaciones contenciosas contra aquellos ac-
"tos habrán de producirse ante el Consejo de Es­
tado y vendrá á ser completamente inùtíl la ju­
risdiccion concedida por las leyes á los Conse­
jos de provincia. Véase, pues, como el espiritu
de nuestras leyes rechaza la procedencia del re­
curso gubernativo, siquiera no esté general­
mente prohibida su admision.
Una ley que antes he citado, la de minas,
viene np obstante á confirmar la doctrina que
sostengo, al establecer que «de toda resclucíon
ó medida adoptada por los Gobernadores en'
minería puede representarse gubernativamente
.al Ministro por la parte que se considere agra­
viada. Se esoeptuan las providencias de decía­
racíon de caducidad, en las cuales procede el
recurso contencioso-administrativo ante el Con­
sejo provincial con apelación al de Estado.i De
forma que segun el contexto de esta ley, cuan­
do la providencia del Gobernador puede ser im­
pugnada contenoíosamente no cabe la interpo­
sicion del recurso gubernativo. Hé aquí esplí­
citaménte reconocidoslos principios en que des­
cansa la jurisdiccion admínlstrativa. Para re­
formar las provídencías que la Administraoion
partes, ha de ser necesariamente perjudicial â
la otra, y no es probable que obtenga el asen­
timiento de entrambas. Si una de ellas disien­
te, como generalmente sucederá, en vez de evi­
tar un litigio se habrá conseguido tan solo re­
tardarlo con inútiles y gravosas dilaciones y
causar á las partes un perjuicio todaviamas con­
siderable sujetándolas á lajurisdiccion del Con­
sejo de Estado que las obligará á ventilar sus
diferencias en la corte, cuando pudieran ser fe­
lizmente terminadas en una capital de provin­
cia. La proximidad de los Consejos provincia­
les á las cosas sobre que recaen los recursos con­
tenciosos, facilita estraordinaríamente todos los
trámites de prueba; y esclarecidos los hechos
en que las partes apoyan sus .pretensíones, di­
lucidados con toda estension los respectivos de­
rechos, s� evitará J las mas veces la apelacion
al alto Tribunal administrativo.
La introduccion del recurso gubernativo ten-,
dría, en mi sentir, todos los inconvenientes que
lleva consigo una escesiva centralizacíon. No es
esta ocasion oportuna de discutir estensamente
la cuestion de la centralízaclon admínístratíva,
pero seáme licito observar que exagerado este
fecundo principio hasta el estremo de atribuir á
la Autoridad central la decision de todos los ne­
gocios, cualquiera que sea su importancia, la
abruma bajo el peso de un número inmenso de
espedientes, le impide elevarse á las altas cues­
tiones de legislacion y de gobierno, y hace ím­
posible la breve y acertada resolucion de los ca­
sos particulares.
Como medio de uniformar y robustecer la
aeoion administrativa, el recurso gubernativo
no me parece eficaz ni necesario. La apetecida
uniformidad resultará mejor de la jurispruden­
cia del Consejo de Estado, depositario de las
buenas tradiciones y de lasmas sanas doctrinas,
que de la autoridad ministerial sujeta á las pe­
ripecias y vaivenes de la polítíca palpitante. La
via contenciosa no quebranta la unidad de Ia
Administracion, ni amenaza su independencia,
porque no está confiada á tribunales inamovi­
bles, sino A corporaciones encargadas en la or-
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dicta en uso de su poder discrecional, la via
gubernativa, la súplica al superior gerárquico:
para amparar los derechos menos cabados por
un acto de la potestad reglamentada, la via con­
tenciosa, única que puede prestarles eficaz pro-
teccion.
\
En el terreno de la ley no puede, señores,
en mi concepto, estimarse procedente el recur­
so gubernativo en los casos de que tratamos.
¿Podrá sostenerse bajo el aspecto de la conve­
niencia? Examinaré brevemente la cuestion ba­
jo esta nueva fase.
,
Para apoyar el recurso gubernativo dirán,
acaso sus defensores, que no se trata de impo­
ner á los particulares el deber de entablarlo,
sino de concederles la facultad de hacerlo cuan­
do lo crean útil á sus intereses; que la via gu­
bernativa es mas espedita que la contenciosa,
y refo�mada por la Autoridad superior la pro­
videncia del subalterno, se evitará un litigio lar­
go y dispendioso; y por último, que seria un
medio de dar unidad á la accion administrati­
va y d� robustecer los vinculos de dependenoia
y suhordinaoíon que unen á todos los funciona­
rios de aquel órden con el gobierno central.
Para apreciar el valor de estos argumentos
debe én primer lugar tenerse presente, que los
litigios administrativos no versan siempre entre
Ia Administracion general y un particular, si­
no muchas veces entre dos particulares ó cor­
poraciones que tienen encontrados intereses,
y en tales casos tanto valdrá conceder á una
parte el derecho de suplicar gubernativamente,
como imponer á Ia otra la obligaclon de aguar­
dar el resultado de la súplica. Tambien debe­
mos observar que si Ia via gubernativa es mas
espedita que la contenciosa, en cuanto no está
sujeta como esta á formalidades de tramltaoíon,
precisamente por ser mas espedita es menos
protectora. La decision del superior se dicta
de ordinario sin otros antecedentes que los que
sirvieron de base á la providencia suplicada,
ilustrados por el dictamen de alguna corpora­
elon consultiva. Pero cualquiera que sea el re­
sultado de la súplica, si favorece A una de las
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ganizacíon admínístrativa y dependientes del Go­
bierno; porque no puede conocer de níngun
asunto sin que la Administracion activa decla­
re préviamente su competencia; y porque el
Consejo de Estado no ejerce una verdadera ju­
risdícc'on, sino que se limita á consultar deci­
siones que solo llegan á ser ejecutorias cuando
reciben la sancíon de la Corona bajo la respon­
sabilidad de los ministros.
El Gobierno es pues, en último término, el
Juez supremo de las cuestiones contencioso-ad­
ministrativas. Investido por el poder legislati­
vo de todas las facultades necesarias para lle­
nar su elevada mision, es responsable del uso
que hace de su libertad, ante el mismo poder
de quien la recibiera. Por eso losjuicios admi­
nistrativos, siquiera terminados por sentencia
ejecutoria, no fenecen en tanto quede á los de­
rechos lastimados por la decision del poder eje­
cutivo, elrecurso supremo de exigir á los Minis­
tros la responsabilidad que hubieran contraido,
en el seno de la representacion nacional:
He dicho.
JURISPRUDENCIA CIVIL.
Proceclimienlos sobre los interdictos posesorios.
(Conclusiou. )
En tal caso ¿el perjudicado ha estadojamás
en la posesion de que no se construyera la ven­
tana en cuestion? Deningunmodo: se tratadela
posesion ó sea cuasi posesion de un derecho; el
que se supone perjudicado lo tendrá para im­
pedir la construccion; pero se niega que lo po­
sea.' En la posesion de los derechos el egercicio
suple la aprension y la tenencia, y el ejercicio
supone un acto positivo, comienzo de la cuasi
posesiono Procedemos bajo el concepto de que
el perjudicado nunca ha ejercido el derecho
impeditivo de que su vecino construyera la ven­
tana; ¿cuándo pues ha podido principiar dicho
ejercicio? Nunca, jamás; luego no tiene cuasi
posesion respecto del derecho que pretende ha­
cer valer. Competirale este por la sola disposi­
cion de la ley f tendrá sus efectos segun ella;
pero no puede decirse que lo posee. Si no lo
posee, no puede ser perturbado en su posesíon
ni despojado de ella: luego no puede intentar el
ínterdício demanutencion ni el de despojo. Lo
dicho en cuanto al caso de la oonstruccíon de
la ventana es aplicable á otros análogos.
¿Es cierto, sin embargo. quejamás haycua­
si posesion respecto de los derechos negativos
de la clase indicada? Al lado de la regla ó pro­
posicion general que al principio sentamos, he­
mos indicado la especoíon. No existe, dijimos
posesion ó cuasi posesion respecto del derecho
que podamos tener para que otro no haga en
perjuicio de nuestros predios una cosa deter­
minada, á menos que no medie un hecho posi­
tivo que haya podido dar origen á aquella. �m­
porta, pues, saber cuándo existe y cuándo no
este hecho positivo que dá orígen á la posesion,
hecho, que como veremos, es independiente de
la ley que concede el derecho que se quiere ha­
cer valer; importa saberlo para conocer cuán­
do puede haber cuasi posesion, y cuando no,
y cuando por haberla pueden intentarse los in­
terdictos de manutencion y despojo; importa,
en fin, no confundir la escepcion con la regla
general. La escepcion indicada que supone la
existencia del hecho positivo, origen de la cua­
si posesion, tiene lugar en dos casos: 1. "Insí­
guiendo en el ejemplo de la construecíon ó nue­
va abertura de la ventana; existirá el hecho,
origen de la cuasi posesión, cuando además de
la disposicion de la ley, pero independiente­
mente de ella medie un contrato en que el ve­
cino se obligó á no construir tal ventana; cuan­
do á consecuencia de un litigio anterior haya
recaido una sentencia declaratoria, y tambien
cuando por mera Intímacion del perjudicado
hubiese desistido en otro tiempo de su propósito
el au tor de la construccion de que se trata. El
contrato, la sentencia y la prohibicion acatada
y consentida, son hechos posiLivos que pueden
dar origen á la cuasi posesión, porque materia-
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'sion en cuanto llevamos 'dicho, 'conviene repe­
tir que hemas hablado refiriéndonos á Ia cuàsi
posesíon de los derechos negativos. Los dere­
chas reales positivos, como los que constituyen
las servidumbres llamadas afirmativas, son dè
'suyo susceptibles de cuasi posesión, y respec�o
de ella nada hay que advertir, si no es que no
debe confundirse con la de aquellos. El que dis­
fruta una servidumbre afirmativa tiene tam­
bien el derecho de que otro no haga cosa algu­
na que le impida su ejercicio; la diferencia está
en que en las servidumbres de esa clase el de­
recho constitutivo de las mismas oonsiste en ha­
cer lo que es consiguiente á ellas, al paso que
los derechos negativos consísten siempre y úni­
oamente en que otro no haga. En las servi­
dumbres afirmativas el derecho de que otro no
haga es solo la consecuencia ó corolario del
que tenemos para hacer los actos en que con­
siste la servidumbre; en los derechos negativos
su esencia la constituye única yesclusivamente
el que otro no haga. Consecuencia de ello es
que en las servidumbres afirmativas la cuasi
posesion se refiere siempre al ej ercicio del de­
recho de practicar los actos que las constituyen,
derecho de suyo positivo; al paso que cuando
se trata de una servidumbre ó derecho negati­
vo la cuasi posesion no puede referirse nunca
sino al derecho de que otro no haga, que es de
suyo negativo. Asi que, si uno tiene la servi­
dumbre de pasar por el campo vecino al suyo,
y el dueño de este obstruye la senda, es evi­
dente que tiene derecho de queesto no se haga,
pero cuando por hacerse ó haberse hecho re­
curre el que disfruta la servidumbre al remedio
del correspondiente interdicto posesorio, el de­
recho que trata de sostener ó recobrar no es el
de que otro no haga, sino el positivo que tiene.
para hacer lo consiguiente á la servidumbre, que
es pasar; el derecho de paso es el atacado, de­
recho positivo y constitutivo de la servidumbre
de este nombre, derecho sobre el que recae la
posesion en que ha sido perturbado ó de la que
ha sido despojado. y por consiguiente no pue­
de haber la menor duda respecto de la cuasi po-
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lizan, digámosle asl, el derecho de que se trata;
demuestran su egercioío, son en cierto modo su
aprension y tenencia, y hacen posible y osten­
sîble su cuasi posesion. El otro caso compren­
dido en Ia escepcion, se refiere á las servidum­
bres negativas. Estas consisten en el derecho
de que otro no haga cierta cosa que la ley le
permite; pero que, de que no se haga, resulta
un beneficio á nuestro prédio. Es bien sabido
que tales servidumbres solo se adquieren por
contrato ó por prescripcion; pero para queesta
pueda tener Ingar, se necesita además del tras­
curso del tiempo fijado por la ley, que medie
un hecho impeditivo del derecho, que no exis­
tiendo la servidumbre competería á quien la
sufre.
Un vecino tiene derecho á levantar su casa
hasta donde le acomode; mas por contrato ce'­
lebrada con su convecino se ha obligado á no
hacerlo sino hasta cierta altura. El convecino á
cuyo favor se otorgó la oblígaoíon está en la
cuasi posesion de la servidumbre altius non to­
llendi, cuya cuasi posesion principió por el he­
cho positivo del contrato, que equivale á la
aprensíon en la posesion real y verdadera. Lo
mismo seria, no mediando contrato, si al ir un
vecino mio á levantar su casa se lo prohibo y
él se aquieta y deja de levantarla; la cuasi po­
sesion entonces principia desde la prohibicion.
En prueba de que la cuasi posesion no empieza
á existir sino desde que media un hecho positi­
vo capaz de dar origen á la misma, nótese que
cuando una servidumbre negativa se ha de ad­
quirir por prescripcion, establece la ley que se
cuente el tiempo de ella desde que tuvo lugar
la prohibicion hecha al que la sufre de usar de
su derecho. ¿Y esto por qué? Porque la pose­
sion es el elemento mas esencial de la prescrip­
cían; esta no puede existir sin aquella, y por
consiguiente cuando la posesion no ha podido
tener Ingar porque falta un hecho positivo en
que se funde, tampoco puede tenerlo la pres-J.
cripcion.
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sesion existente en semejante caso, y-de queca­
ben los interdictos posesorios.
Inflérese de lo dicho que los derechos po­
sitivos que constituyen las servidumbres reales
afirmativas son de suyo susceptibles de cuasi
posesión; que no lo son por regla general los
derechos negativos aunque se refieran á bienes
raices; que esta regla general solo deja de te­
ner aplicacion cuando media un hecho que ha­
ya podido dar origen á la cuasi posesion y ha­
cerla posible; y como donde no existe posesion
ó cuasi posesion no pueden tener cabida los in­
terdictos de manutención y despojo, ínflérese
tambien que estos remedios judiciales no pue­
den intentarse para la preservacion de los in­
dicados derechos negativos, á menos que no se
hallen en alguno de los dos casos que hemos
esceptuado. Yentonces ¿quémedios deberánem­
plearse, se nos preguntará, para hacer efecti­
vos los derechos negativos respecto de los cua­
les se niega la cuasi posesion? Si tales derechos
fuesen conculcados ó menoscabados por efecto
de alguna obra, responderiamosquela denuncia
de nueva obra es el remedio judicial de que de­
be hacerse uso mientras la de que se trate esté
en curso de ejecución; y concluida ya, la accion
ordinaria para pedir su destruccíon, y que se
deje la cosa en el ser y estado que antes tenia.
Esto es tanto mas evidente, cuanto qu si con­
tra nuestra opinion se diese lugar á los inter­
dictos posesorios en los casos en que hemos ne­
gado que competan, la denuncia de nueva obra
seria un remedio inútil en nuestra legíslacíon,
porque aquellos podrían siempre sustituirse á
esta con notoria ventaja de quienes los intenta­
ran. ¿Quién denunciaría ya la obra nueva que
consistiera en la construccíon de una ventana
Ó en cualquiera otra que le perjudicase? ¿Cuán­
to mas cómodo y espedito no seria recurrir
á los interdictos? Pero es el caso que estos no
pueden tener lugar cuando no hay posesion ó
cuasi posesion; y esta no existe respecto de los
derechos negativos mas que en los casos escep­
oíonales que hemos citado. Cuando esta cuasi po­
sesion exista, no solo pueden utilizarse los in-
terdictos de manrrtencion y despojo, sino que
deben intentarse con preferencia á la denuncia
de nueva obra, aun cuan este último remedio
pueda tener cabida por razon del hecho que
dé lugar á la contienda. Los interdictos pose­
sorios ofreoen notoria ventaja al que los inten­
ta por la rapídéz de su sustanciacion y por el
efecto que producen una vez admitidos, de ase­
gurar el ejercicio de un derechoperj udicado. Por
ello en los casos en que pueden tener cabida,
como sucede por regla general en las servidum­
bres afirmativas, seria muy desacertado el dejar.
de recurrir á ellos, aunque quepa tambien la
denuncia. Si yo tengo derecho de pasar por el
campo de mi vecino y este me obstruye el paso
por medio de una obra nueva, no es la denuncia
de esta Ia que conviene interesar, sino el inter­
dicto de manutencion ó despojo, segun el caso
para que desde luego se reponga la cosa al ser
y estado que tenia, y me quede asegurado y no
interrumpido el ejercicio de la servidumbre de
paso. Semejante remedio cabe de lleno porque
ha habido perturbacion ó despojo en cuanto á
la cuasi posesion, toda vez que se justifique que
esta existia. Aquí no se trata, como ya dijimos
antes, del derecho de que el vecino no haga la
obra que causa el perjuicio, sino de otro dere­
cho del cual el indicado es solo una consecuen­
cia; tal es el de pasar por el predio sirviente,
que constituye la servidumbre de paso.
En los pocos casos en que los interdictos de
manutenclon y despojo pueden tener Ingar res:­
pecto de derechos esencialmente negativos, éon­
viene no perder de vista el principio sentado
respecto de ellos, de que no son de suyo sus­
ceptibles de cuasi posesion, pudiendo tener lu­
gar esta únicamente cuando medie un hecho
positivo del cual haya podido tomar orígen. De
este principio se deduce, que si uno se supone
perturbado ó despojado en la cuasi posesion de
un derecho de esta especie, no basta para que
se dé lugar al interdicto que corresponda, que
se produzca una justifioaoion igual á la que se
-dà respecto de losderechos positivos-cuyo ejer­
cicio es patente, y acerca del cual como cosa
,si posesíon; ¿dónde está el hecho que da mate­
ria áladeclaracion? ¿dónde la prueba de la cuasi
posesion? No queremos insistir mas sobre este
punto que nos parece muy obvio, sin embargo
de que hemos visto la facilidad COR que sin con­
sideracion á la especie y naturaleza de la cuasi
posesion que se invoca por medio de los inter­
dictos, se admiten sin mas que una justificacion
sobrado vaga y genérica las mas veces, y que
en nada se distingue cuando se trata de un de­
recho negativo, de la que se exige en casos co­
munes yordinarios, no obstante la diferente
indole y naturaleza de los de aquella especie.
Ojalá sirvan las precedentes observaciones
para que se estudie mas á fondo la naturaleza
de la posesion principalmente en cuanto tiene
relación con los derechos reales, objeto no po- ,
cas veces de los interdictos de manutencion y
despojo. Por nuestra parte no nos lisongeamos
de haber desenvuelto completamente la teoría
de la cuasi posesion; pero si hemos acertado á
fijar la naturaleza é indole de los derechos que
son susceptibles de ella, y conseguir arrojar al­
guna luz sobre una materia como esta, de suyo
abstracta y tan poco estudiada, no obstante
de ser de muy frecuente aplicacion en los ne­
gocios del foro, habremos contribuido sin duda
á impedir que alguna vez se abuse del arma le­
gal de los interdictos posesorios, empleándola
cuando tales remedios no pueden tener aplica­
cion con arreglo á los principios de la ciencia
judídica, que es lo que nos habíamos pro­
puesto.
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de hecho pueden declarar los testigos; sino que
es menester que la sumaría sea estensiva al he­
cho de que nace y en que se funda la cuasi po­
sesíon que se invoca. La razon es óbvia y sen­
cilla; se trata de derechos que por su naturale­
za comun y ordinaria no pueden poseerse por­
que no se llenan en ellos los requisi tos de la cua­
sí posesion; asi que cuando se pretende que esta
exista respecto de tales derechos, preciso es ha­
cer constar que concurre en ellos la circunstan­
cia que los hace susceptibles de la misma. Esta
circunstancia es el hecho positivo del cual se
suponga que nace aquella; luego sin que tal
circunstancia aparezcajustificada, sin que cons­
te en la justificacion sumaria el hecho producti­
vo de la cuasi posesion, no puede diferirse á
Ia admisión del interdícto. Proceder de otro mo­
do seria suponer justificada la cuasi posesion
antes de saberse si ha podido existir ó no. La
existencia de la cuasi posesion de los derechos
negativos no puede concebirse sin la existencia
de un hecho del que arranque; este hecho por
consiguiente forma parte de su esencia y de su
existencia. ¿Cómo pues se ha de creer en esta
existencia, si la justificacion no comprende el
hecho á que es debida? No basta, pues, en
nuestro concepto, cuando se intente un inter­
dicto para asegurar un derecho negativo, aun
suponiendo que exista respecto del mismo la cua­
si posesion, que se produzca una sumariainfor­
macion de tres testigos, que como en los dere­
chos positivos depongan en general acerca de la
posesion y de la perturbacion ó despojo. esto,
que seria sufloiente si se tratara de una servi­
dumbre afirmativa, cuyo ejercicio es un hecho
que está al alcance de los testigos, no puedeser
bastante en un derecho negativo, cuyo ejerci­
cio no se percibe ni existe fuera del hecho que
segun dijimos puede dar lugar á la cuasi pose­
sion. La prueba de testigos, ni es, ni puede ser
mas que de hechos; yes insignificante, es ile­
gal y nula cuando sobre ellos no recae. Cuando
se trata pues de la cuasi posesion de un dere­
cho negativo, si los testigos no declaran la exis­
tencia del hecho de que pueda nacer dicha cua-
F. Galan.
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